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Resumen ejecutivo 

El informe alternativo preparado por la Red por los Derechos de la Infancia en México se propone  complementar la información ya proporcionada por el Gobierno Mexicano sobre la aplicación del Protocolo facultativo a la Convención de los Derechos del Niño relativo a la participación de niños en los conflictos armados en el país.

El informe se compone de tres capítulos principales y un cuadro de recomendaciones finales. En el primer capítulo, se analizan las medidas generales de implementación y de prohibición, se explica el estatus legal de Protocolo y la jerarquía normativa en México, y se hace énfasis en la falta de sanción de las principales conductas prohibidas en el Protocolo. Asimismo, se hace un recuento histórico del conflicto armado más reciente que tuvo lugar en México en el año 1994, y también se describen los grupos armados más importantes que aún están presentes en el país. 

El segundo capítulo se enfoca en la prevención y describe los procesos de reclutamiento voluntario y obligatorio de niños y niñas en las fuerzas armadas del país, subrayando la necesidad de aumentar la edad de alistamiento voluntario a los 18 años y la urgencia de establecer claramente que niños y niñas menores de 18 años no deben participar en las hostilidades. En este capítulo, se describe, también, cómo el sistema mexicano de escuelas militares, con sus instituciones, sus reglas y su opacidad, no permite el fácil acceso a la información.

El tercer capítulo describe una forma peculiar de “conflicto armado” que es la lucha contra la delincuencia organizada y el narcotráfico lanzada por el Presidente Felipe Calderón al final del año 2006. Ese combate, que ve el empleo de más de 50,000 tropas del Ejército asumiendo tareas de policía, ha causado la muerte de miles de civiles en enfrentamientos entre el Ejército y la delincuencia organizada, así como entre grupos delictivos. Demasiadas víctimas eran niños y niñas. Y  exorbitante es el número de niños y niñas que se están involucrando en el narcotráfico, por falta de alternativas de vida. 

La Red por los Derechos de la Infancia en México (REDIM) reconoce que esas situaciones de violencia interna no corresponden exactamente al ámbito de aplicación del Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la participación de los niños en conflictos armados, ya que, según los principios del derecho internacional humanitario, no se trata de un conflicto armado interno o internacional. Sin embargo, dada la gravedad de la situación en la que México se encuentra en este momento, la REDIM ha estimado importante puntualizar esas situaciones de violencia, y someter a consideración del Comité algunos datos y reflexiones que puedan servir para visibilizar los problemas que los niños y las niñas de México están viviendo en este momento. 

Para la redacción de ese informe, la REDIM solicitó a la Secretaría de la Defensa Nacional, la Secretaría de la Marina Armada, la Secretaría de Seguridad Pública, la Secretaría de Gobernación y la Procuraduría General de la República que proporcionaran datos desglosados sobre varios temas de interés del informe. Sin embargo, debido a la opacidad y al secretismo que caracteriza a las instituciones públicas en México, la información que se obtuvo fue parcial e incompleta. 

I. Medidas generales de implementación y prohibición

A.  Estatus legal del Protocolo en México

La ratificación por parte del Gobierno de México del Protocolo Facultativo de la Convención de los Derechos del Niño relativo a la participación de niños en conflictos armados convierte a dicho instrumento internacional en parte del ordenamiento jurídico mexicano. 

El artículo 133 de la Constitución establece que: 

 “esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los Tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los Estados”. 

Como se destaca, este artículo se limita a listar las diferentes categorías de normas que integran el ordenamiento jurídico mexicano sin establecer una clara jerarquía normativa. El dictamen poco claro del artículo 133 genera interpretaciones en el sentido de que no existe ningún orden jerárquico, sino que la Constitución, las leyes y los tratados internacionales tienen el mismo rango. La Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) ha intentado aclarar en diversos momentos el sentido del artículo 133, pero su postura al respecto no ha sido constante ni sistemática. La posición de la SCJN se puede dividir en dos fases, la primera abarca hasta finales de los años 90 y la segunda ha tenido lugar hacia y después del año 2000. En una primera etapa, la Corte consideró que las Leyes Federales y los Tratados Internacionales tienen la misma jerarquía normativa y que ambos se encuentran por debajo de la Constitución. En 1999, la Suprema Corte abandonó este principio para favorecer a los tratados internacionales sobre las leyes federales, al afirmar que:

“los tratados internacionales se encuentran en un segundo plano inmediatamente debajo de la Ley Fundamental y por encima del derecho federal y local. Esta interpretación del artículo 133 constitucional, deriva de que estos compromisos internacionales son asumidos por el Estado mexicano en su conjunto y comprometen a todas sus autoridades frente a la comunidad internacional; por ello se explica que el Constituyente haya facultado al presidente de la República a suscribir los tratados internacionales en su calidad de jefe de Estado y, de la misma manera, el Senado interviene como representante de la voluntad de las entidades federativas y, por medio de su ratificación, obliga a sus autoridades”. 
 

En 2007, la Suprema Corte confirmó la tesis de 1999, proporcionando mayores argumentos para sostener la jerarquía de los tratados.

 “Los tratados internacionales se ubican jerárquicamente debajo de la Constitución Federal y por encima de las leyes generales, federales y locales, en la medida en que el Estado Mexicano al subscribirlos, de conformidad con lo dispuesto en la Convención de Viena Sobre el Derecho de los Tratados entre los Estados y Organizaciones Internacionales o entre Organizaciones Internacionales y, además, atendiendo al principio fundamental de derecho internacional consuetudinario “pacta sunt servanda”, contrae libremente obligaciones frente a la comunidad internacional que no pueden ser desconocidas invocando normas de derecho interno y cuyo incumplimiento supone, por lo demás, una responsabilidad de carácter internacional”.

La siguiente pirámide ilustra la jerarquía de normas en el ordenamiento mexicano de acuerdo a las opiniones más recientes de la Suprema Corte y coloca los tratados internacionales por debajo de la Constitución y por encima de las leyes generales, federales y locales. 
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El criterio de superioridad jerárquica de los tratados internacionales respecto a las leyes marca un paso más hacia el reconocimiento de las obligaciones internacionales de México en el orden jurídico interno. Sin embargo, a la luz de las confusiones generadas por la ambigua formulación del artículo 133 de la Constitución, diversas iniciativas de reforma constitucional están proponiendo aclarar de manera definitiva la jerarquía normativa y conferir a los tratados de derechos humanos y de derecho humanitario el rango de ley suprema de la Nación. 

B.  Sanción de las conductas prohibidas en el Protocolo 

Por vía del artículo 133 Constitucional, los tratados de los que México es parte son obligatorios y por vía del artículo 6 del Código Penal Federal, los delitos contenidos en tratados de los que México es parte pueden aplicarse directamente. En este sentido, tanto en el Protocolo Adicional como en el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, se prohíbe el reclutamiento de niños y niñas menores de 18 y 15 años, respectivamente. Por ello, esas normas deberían de poderse invocar ante los tribunales mexicanos y ser aplicadas por las autoridades nacionales. Sin embargo, en la práctica, para la aplicabilidad se requiere que la legislación interna establezca expresamente la criminalización de las conductas prohibidas por el Protocolo. Cabe destacar, que armonizar la legislación interna es una obligación del Estado mexicano a la que se ha comprometido por la ratificación del Protocolo y, por tanto,no puede argumentar la falta de legislación nacional para el incumplimiento de deberes internacionales.

México tiene un fuerte rezago en esta materia. La disposiciones del Código de Justicia Militar (muy viejo y anterior a las Convenciones de Ginebra) son muy pobres respecto a los crímenes de guerra y no contemplan el reclutamiento de niños y niñas por parte de las fuerzas armadas ni por parte de grupos armados. Además, ni el Código Penal Federal ni ninguna otra ley sancionan esas conductas. 

C. Conflictos latentes

De acuerdo al Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (CONEVAL), la pobreza patrimonial alcanza a casi el 40 por ciento de los mexicanos y uno de cada diez mexicanos sufre de pobreza alimentaria,
 aunque las brechas entre el 20% de la población más pobre con los rangos nacionales permiten considerar que las condiciones en las zonas rurales son mucho más preocupantes.

Estas condiciones han contribuido, a lo largo de la historia de México, a buscar alternativas para modificarlas. Al no existir opciones, las reivindicaciones sociales, algunas de ellas armadas, han sido una forma de manifestarse. De acuerdo al Centro de Documentación de los Movimientos Armados
, existen 45 grupos armados en el país cuyas dimensiones e impactos han sido diversos. Sin embargo, la actuación del Gobierno ha sido similar en todos los casos: no se le dio importancia a las circunstancias ni a los reclamos sociales vinculados a estos grupos armados, y la respuesta ha sido solamente “el restablecimiento del orden,” buscando aniquilar dichos movimientos.

Las acciones de Gobierno han ido desde acciones encubiertas hasta estrategias más elaboradas y complejas. A una de ellas se le ha denominado “Guerra sucia”,
 que de acuerdo al Informe de la Fiscalía Especial para Movimientos Sociales y Políticos del Pasado, se le denomina así por las acciones de contrainsurgencia utilizada por el gobierno para contener a los grupos armados considerados trasgresores de la ley.

Es así que la protesta social se ha convertido en una de los principales mecanismos de denuncia. La criminalización y represión de esas formas de protesta ha logrado sus objetivos en apariencia. Sin embargo, esos grupos armados se mantienen latentes. 

De los grupos antes mencionados, el más importante es seguramente el Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN) en el Estado de Chiapas. Las reivindicaciones planteadas por el EZLN son consecuencia de “una guerra genocida no declarada contra nuestros pueblos desde hace muchos años”,
 describiendo que la lucha es por “trabajo, tierra, techo, alimentación, salud, educación, independencia, libertad, democracia, justicia y paz”.

El 1 de enero de 1994, el EZLN tomó las poblaciones de San Cristóbal de las Casas, Altamirano, Las Margaritas y Ocosingo, y al siguiente día comenzaron los combates entre el EZLN y el Ejército Mexicano, mismos que continuaron durante hasta el decreto de cese al fuego por parte del entonces presidente Carlos Salinas de Gortari.

El proceso de paz se inició en febrero de 1994, creándose la figura del Comisionado para la Paz. Poco tiempo después, se decreta la Ley para el diálogo, la conciliación y la paz digna en Chiapas, cuyo objeto es “atender las causas que originaron el conflicto y promover soluciones consensadas a diversas demandas de carácter político, social, cultural y económico, dentro del Estado de Derecho y a través de las vías institucionales”. 
 Es aquí que el Gobierno Mexicano reconoce en su artículo primero la existencia de un conflicto armado.

En febrero de 1995 hay una ofensiva policíaco militar, que aunque no logra detener a los mandos zapatistas, sí crea un cerco militar. Al retomarse las negociaciones, se firman, en febrero de 1996, los Acuerdos de San Andrés, entre el EZLN y representantes del Gobierno. En estos, el Gobierno Federal reconoce el derecho de los indígenas a la libre determinación y la autonomía. A la fecha, se considera que los acuerdos no han sido cumplidos; sin embargo, el EZLN continúa con la suspensión de enfrentamientos armados y el Gobierno sigue haciendo acciones a través de la Coordinación para el Diálogo y la Negociación en Chiapas, dependiente de la Secretaría de Gobernación. 

Paralelo al proceso de paz, desde 1995, se ha registrado la existencia de grupos paramilitares o guardias blancas que mantienen en la zona tensiones y conflictos, ya que intervienen violentamente en los conflictos políticos y sociales de la región, apoyados por el Gobierno.
 Aunque la existencia de estos grupos sea negada por el Gobierno, ésta ha sido documentada por diferentes organizaciones. Sin embargo, se puede observar la impunidad e incluso el respaldo por parte de las autoridades con el que gozan estos grupos armados.
 El saldo de estas actuaciones han sido asesinatos, heridos, desaparecidos y desplazados.

La recomendación 58/95 de la Comisión Nacional de Derechos Humanos documentó y comprobó "la presencia de civiles armados identificados con un listón en la manga de la camisa", que actúan de manera conjunta con las fuerzas de Seguridad Pública del Estado de Chiapas.
 En la revista Proceso, en enero de 1998, se publicó un artículo y se dio a conocer un documento elaborado por la Secretaría de la Defensa Nacional denominado “Plan de Campaña Chiapas 94” que busca crear bandas paramilitares, desplazar a la población y destruir las bases de apoyo del EZLN.

Una de los hechos más lamentables, ha sido la denominada Masacre de Acteal del 22 de diciembre de 1997, dónde un grupo armado en el municipio de Chenalhó, Chiapas, asesinó a 45 personas, de las cuales 14 eran niñas y 4 eran niños, mientras oraban en una ermita. La CNDH estableció la responsabilidad por comisión u omisión de diversos funcionarios públicos del gobierno del Estado.

Como resultado de las situaciones anteriores, el número de desplazados forzados es considerable. Los cálculos realizados lo estiman entre 12 mil y 50 mil personas, lo que equivaldría a que entre 5 mil y 21 mil quinientos niñas y niños estén viviendo fuera de sus comunidades de origen y además en condiciones precarias.

Actualmente, el Gobierno mexicano considera los conflictos en Chiapas como consecuencia de conflictos intercomunitarios. Aunque el perfil de esos grupos ha disminuido, se denuncia que no han sido desmantelados ni desarmados. Se implementaron proyectos de desarrollo en Chiapas y en otras zonas del país, pero estos no generaron cambios sociales profundos o a largo. No obstante el conflicto abierto se terminó ya desde tiempo, la región sigue siendo fuertemente militarizada. De acuerdo al presupuesto de las regiones militares, la segunda con mayor presupuesto es la Región Militar Número VII que corresponde a Chiapas y Tabasco, la primera siendo la Región Militar Número I que incluye al Estado de México, Morelos y Distrito Federal, donde se concentran las escuelas militares, los campos militares y las guardias presidenciales. En el presupuesto de 2009 se destinaron 151.6 millones de dólares a la región militar de Chiapas y Tabasco, mientras que a la Región Militar Número XI (Coahuila y Chihuahua) se le destinaron 80.4 millones de dólares. 
En la zonas de Chiapas y Tabasco, el CAPISE (Centro de Análisis Político e Investigaciones Sociales y Económicas, A.C.) identificó 91 instalaciones militares, en un estudio que se realizó en febrero 2004. Según una corrección de la misma SEDENA (Secretaría de la Defensa Nacional) en 2005, el número actual de instalaciones es 118. Según los propios datos de la SEDENA, la totalidad de las hectáreas adquiridas y expropiadas para uso de su institución es de 4,443. Según el CAPISE, por lo menos 57 de las instalaciones militares se asientan en predios ejidales (tierra comunal de un pueblo campesino o indígena).

Recomendaciones

· Prohibir explícitamente por ley el reclutamiento forzado de niños y niñas menores de 18 años por parte de las fuerzas armadas y el reclutamiento forzado y voluntario de niños y niñas menores de 18 años por parte de los grupos armados. 

· Reformar el artículo 133 de la Constitución en el sentido de conferir a los tratados de derechos humanos y derecho internacional humanitario el mismo rango que la Constitución. 

· Establecer la jurisdicción extraterritorial de los autores de los delitos identificados en el Protocolo cuando el autor o la víctima sean ciudadanos del Estado Parte o estén vinculados de otro modo a él. 

· Brindar condiciones de retorno y reubicación de los desplazados forzados. Así como la atención especializada a niños y niñas que sufrieron ante estos acontecimientos.

· Proceder con urgencia a desmantelar, desarmar y sancionar a grupos paramilitares o civiles armados que operan en regiones indígenas (y que no estén considerados en una legislación especial, como es el caso de Ley de amnistía).

II. Prevención 

A. Reclutamiento obligatorio

De conformidad con los artículos 5 y 11 de la ley del Servicio Militar, todos los mexicanos en el año que cumplan los 18 años de edad tienen la obligación de inscribirse en las Juntas Municipales o en los consulados en el extranjero, para cumplir con sus obligaciones militares. 

El artículo 25 de la misma ley establece la excepción por la que niños de 16 y 17 años pueden solicitar el anticipo de incorporación, cuando de acuerdo a sus necesidades o intereses propios, opten por cumplir con su servicio militar antes de los 18 años. Podrán obtener el anticipo de la incorporación en el activo, únicamente quienes deseen salir del país en la época en que reglamentariamente les corresponde prestar servicios, o quienes por razón de sus estudios les sea menester hacerlo así. En ese caso, el reglamento de la ley establece que se necesita la autorización de los padres o tutores.

El reclutamiento obligatorio está conformado por varias fases. La primera fase es la del alistamiento, donde se hacen los tramites y se obtiene la cartilla de identidad del servicio militar nacional. Después, se realiza un sorteo, por lo cual se determina la forma en que los mexicanos alistados cumplirán con su servicio militar nacional, ya sea encuadrado (bola blanca o azul) o a disponibilidad (bola negra). Sólo el personal que obtuvo bola blanca o azul, cumplirá con sus obligaciones militares encuadrado en una Unidad Militar o Sector Naval. La fase sucesiva es la del adiestramiento y consiste en la participación a clases durante los días sábados del periodo de febrero a diciembre del año en cuestión. Las clases se enfocan en las siguientes materias: legislación militar, derechos humanos y derechos internacional humanitario, ética militar y civismo, conocimiento y medidas de seguridad del armamento, defensa personal, educación física, sanidad militar, instrucción de orden cerrado, marchas y ecología. 

En el año 2009, se les ofreció a 314 jóvenes del Servicio Militar Nacional la posibilidad de cumplir con su servicio militar en 3 meses (en lugar de un año) e integrarse a un adiestramiento de erradicación de cultivos de amapola y mariguana, materializando sus actividades del 25 de mayo al 1°. de agosto de 2009, en el estado de Michoacán.
 Es la primera vez que se involucran jóvenes reclutas en tareas de lucha contra el narcotráfico. 

Se desconoce el número de niños menores de 18 años que cada año cumplen con su servicio militar anticipado, ya que la Secretaría de la Defensa Nacional no desglosa sus datos sobre los reclutas por edad. 

B. Reclutamiento voluntario

La edad mínima para el reclutamiento voluntario está establecida a los 18 años de edad. Sin embargo, en el activo del Ejército se podrán admitir voluntarios y voluntarias menores de 18 años de edad y mayores de 16 sólo en las unidades de transmisiones para su preparación como técnicos mediante contrato con el Estado que no deberá exceder de 5 años. En ese caso, es necesaria una solicitud por el interesado, el consentimiento escrito del padre o tutor, y el certificado de nacimiento. 

Visitando el sitio Web de la SEDENA, el primer dato que llama la atención es el énfasis puesto sobre los beneficios del reclutamiento voluntario. Desde el primer día de servicio, el personal recibe los beneficios siguientes:

I. Servicio médico integral para el militar y sus derechohabientes;

II. Prestaciones y beneficios económicos al ingreso al Instituto Armado:

· Haber y sobrehaber mensual.

· Primas vacacionales.

· Compensación de fin de año.

· Fondo de ahorro.

· Compensación por servicios.

· Seguro de vida.

· Seguro colectivo de retiro.

· Ayuda para gastos de sepelio en caso de defunción de derechohabientes del militar.

· Pagas de defunción en caso de muerte del militar.

· Servicio funerario.

· Centros de bienestar infantil.

· Farmacias económicas.

· Tiendas y centros de servicio.

· Casa habitación en renta.

· Periodos vacacionales y otorgamiento de licencias ordinarias.

· Pensión para los derechohabientes en caso de muerte del militar.

· Servicios turísticos realizados mediante convenios con sociedades civiles y otras Dependencias Federales.

· Becas ISSFAM (para hijos del personal militar con jerarquía de Soldado a Sargento 1/o.).

· Convenios con universidades e instituciones educativas para realizar estudios a nivel superior, maestría y doctorado, dependiendo de la escolaridad con que cuente el interesado.

· Becas y créditos de capacitación científica y tecnológica. dependiendo de la escolaridad con que cuente el interesado.

Seguramente, en un país como México, donde la mayoría de la población no tiene acceso a seguros sociales, médicos o de retiro, esos beneficios representan un incentivo considerable para niños y familias de escasos recursos. De hecho, no es un secreto que casi la totalidad de los jóvenes que se alistan en el ejército como voluntarios pertenecen a familias con limitadas oportunidades de educación, empleo y la gran mayoría proviene de áreas rurales. Sin embargo, se desconoce el número de niños y niñas menores de 18 años que cada año se enganchan en el ejército, ya que la Secretaría de la Defensa Nacional no desglosa sus datos por edad, y no contestó a las solicitudes de la Red por los Derechos de la Infancia en México al respecto.

C. Participación directa en hostilidades

Los mexicanos que ingresan al activo del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos deben tener 18 años de edad, salvo que se integren al sistema de educación militar. Es correcto decir que no existe imperativo legal que obligue a un niño o niña menor de 18 años a incorporarse al servicio activo del instituto armado y, menos aún, existe mandato que imponga su participación en las hostilidades. Sin embargo, tampoco existe una disposición legal que excluya expresamente la posibilidad de que en caso de conflictos armados se puedan utilizar niños y niñas menores de 18 años y mayores de 16 que se engancharon voluntariamente o que están prestando su servicio militar de manera anticipada. El silencio de la ley en ese respecto deja la puerta abierta a que esos niños y esas niñas puedan participar directamente en las hostilidades, si se da el caso. 

D. Escuelas militares

En México, existe un sistema de educación militar impartido por la Secretaría de la Defensa Nacional (SEDENA). 

Según se ha reportado en los informes de labores de la SEDENA, el sistema de educación militar está constituido por 35 Instituciones Educativas y cinco Jefaturas de Curso, en las que realizan sus estudios un promedio anual de 5,000 estudiantes distribuidos en los siguientes cursos: 67 de Nivel Superior, 21 de Formación de Oficiales, 36 para la Formación de Clases y 173 Cursos de Especialización, Capacitación, Aplicación y Perfeccionamiento. En lo que se refiere a los niños y las niñas menores de 18 años, pueden entrar a las escuelas militares, pero se requiere que hayan terminado ya sea la escuela secundaria o el bachillerato. Con un certificado de estudios de secundaria, a partir de los 15 años, niños y niñas pueden ingresar a uno de los siguientes cursos: Escuela Militar de Materiales de Guerra, Escuela Militar de Transmisiones, Escuela Militar de Especialistas de Fuerza Aérea, Escuela Militar de Mantenimiento y Abastecimiento, y Escuela Militar de Tropas Especialistas de la Fuerza Aérea. Con un certificado de bachillerato, a partir de los 16 años, niños y niñas pueden ingresar a uno de los siguientes cursos: Heroico Colegio Militar, Escuela Militar de Aviación, Escuela Médico-Militar, Escuela Militar de Ingenieros, Escuela Militar de Odontología, Escuela Militar de Enfermeras, Escuela Militar de Transmisiones, Escuela Militar de Oficiales De Sanidad.

En respuesta a una solicitud de la Red por los Derechos de la Infancia en México, la Secretaría de la Defensa Nacional proporcionó los siguientes datos sobre los niños y las niñas que atienden en las escuelas militares en el país en este momento (abril 2010):

	EDAD
	SEXO
	REGIÓN

	15 Años
	16 Años
	17 Años
	M
	F
	URBANA
	RURAL

	14
	23
	29
	64
	2
	54
	12


El siguiente cuadro aquí reportado, se refiere a los alumnos graduados por las escuelas militares anteriormente mencionadas en los años 2007, 2008 y 2009
: 
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	Escuelas Militares
	Graduados

	
	
	2007
	2008
	2009

	1
	Escuela Medico Militar.
	100
	93
	75

	2
	Escuela Militar de Odontología.
	10
	8
	7

	3
	Escuela Militar de Ingenieros.
	60
	36
	12

	4
	Heroico Colegio Militar.
	360
	481
	436

	5
	Escuela Militar de Enfermeras.
	47
	51
	46

	6
	Escuela Militar de Aviación.
	34
	29
	23

	7
	Escuela Militar de Mantenimiento y Abastecimiento.
	23
	22
	34

	8
	Escuela Militar de Especialistas de Fuerza Aérea.
	49
	18
	13

	9
	Escuela Militar de Oficiales de Sanidad.
	35
	20
	17

	10
	Escuela Militar de Materiales de Guerra.
	56
	159
	177

	11
	Escuela Militar de Transmisiones.
	14
	42
	15

	12
	Escuela Militar de Tropas. Especialistas de la Fuerza Aérea.
	273
	220
	317

	13
	Escuela Militar de Clases de Transmisiones.
	41
	293
	238

	
	Total
	1002
	1379
	1335


En los datos presentados, se percibe una diferencia notable entre el número de niños y niñas que ingresan a los planteles militares y el número de alumnos graduados en los mismos planteles. Esa discrepancia se podría explicar, tal vez, por el hecho de que la mayoría de los alumnos ya son mayores de edad cuando ingresan a las escuelas militares; sin embargo, la SEDENA no revela la razón de esas discrepancias.

Además, el dato sobre la región rural o urbana no explica si se identifica con eso la región de procedencia de los alumnos o la ubicación de los planteles, y contrasta con los testimonios que la REDIM obtuvo y que indican claramente como la gran mayoría de los alumnos de las escuelas militares provienen de áreas rurales. 

En lo que se refiere a la equidad de género, es preciso subrayar que de las 13 escuelas mencionadas, sólo cinco (la Escuela Médico-Militar, la Escuela Militar de Odontología, la Escuela Militar de Aviación, la Escuela Militar de Tropas Especialistas de la Fuerza Aérea y por supuesto la Escuela Militar de Enfermeras) aceptan inscripciones de niñas. 

Estas escuelas forman militares de guerra así como militares de servicio. La currícula de educación de cada escuela depende del tipo de escuela, pero la mayor parte de las materias son militares, y en todas las escuelas el adiestramiento militar corre paralelo a la educación académica. En todas las escuelas, independientemente del tipo de militar que se va a formar, se adiestra a los alumnos en el manejo de las armas. El informe de labores de la Secretaría de Defensa Nacional afirma que "la educación y el adiestramiento son actividades prioritarias para el Ejército y Fuerza Aérea, que buscan desarrollar y fortalecer los conocimientos de sus miembros en la ciencia y el arte militar y en aquellas otras disciplinas afines”.

La Secretaría de la Defensa Nacional reporta que en el año 2009, en Mazatlán, Sinaloa, se realizaron actividades de erradicación, mediante la búsqueda, localización y destrucción de enervantes, con la participación de 12 Planteles Militares y 6 Unidades-Escuela, con un efectivo de 5,609 elementos, que incluía docentes, discentes y apoyo de servicios.
 Es la primera vez que se involucran jóvenes alumnos de las escuelas militares en tareas de lucha contra el narcotráfico, demostrando como esas tareas “temporales” del ejército han adquirido una importancia tal, que ya forman parte del adiestramiento de los alumnos. 

Los alumnos de las escuelas militares, independientemente de su edad, tienen estatus militar y en caso de violaciones de ley, son juzgados en el fuero militar, y juzgados como adultos. La única diferencia de tratamiento entre adultos y niños radica en las penas aplicadas, ya que para los alumnos de las escuelas militares menores de 18 años de edad se establecen penas de la mitad de las aplicadas a los adultos (artículos 153-156 del Código de Justicia Militar). Asimismo, el aspecto disciplinario en los planteles militares se apega a lo establecido en el reglamento interior de cada institución, así como a las leyes y reglamentos militares en vigor. Por consecuente, los alumnos están sujetos a la ley de Disciplina del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos y esa ley se aplica a los alumnos al mismo título que a los militares adultos. 

En lo que se refiere a la procedencia de los alumnos, como se ha señalado, fuentes oficiosas reportan que un 70% de los alumnos provienen de provincia, y los demás son en gran mayoría familiares de militares. Casi el 100% de los alumnos provienen de clase media-baja. Todos los alumnos están internados; reciben uniforme, comida y alojamiento. Varias fuentes entrevistadas nos señalaron que es prácticamente imposible salir de esas escuelas por renuncia del alumno, ya que los reglamentos internos listan expresamente las causales que permiten la baja y entre ellas no está incluida ninguna causal que indique la voluntad del alumno como causal suficiente para dejar la escuela. Los alumnos pueden solicitar la baja, pero se requiere obligatoriamente la aceptación de la misma por parte del mando superior, lo cual deja la decisión final a la discreción (y arbitrariedad) de los superiores jerárquicos. Además, todos los alumnos que son admitidos para efectuar cursos de formación en los planteles de educación militar deben firmar un contrato o compromiso, respectivamente, en el que se establece que están obligados a servir al ejército y fuerza aérea, como mínimo, un tiempo doble al que haya durado el curso correspondiente, lo que hace la baja todavía más complicada. 

El ejército organiza campañas de promoción social e instala periódicamente centros de reclutamiento, en las estaciones del metro, y en las terminales de aeropuerto y camiones. Además, el sitio Web de la SEDENA presenta esas escuelas de una manera muy seductiva, con cortos videos y descripciones tentadoras de la vida militar. Un ejemplo es el folleto “Un día de actividades en el Heroico Colegio Militar” donde se describe “el entusiasmo y la alegría” que caracterizan a esas escuelas y los alumnos que las atienden. El sitio Web proporciona bastante información sobre los requisitos necesarios para ingresar las escuelas, los exámenes médicos requeridos, así como sobre las actividades académicas, militares y deportivas de cada escuela. Lo que falta totalmente es información fácilmente accesible sobre la disciplina de la escuela, así como sobre el estatus civil o militar de los alumnos durante sus estudios. 

En ese momento, se encuentra en actualización la legislación educativa militar, con el objeto de dar certeza jurídica a los procedimientos que se siguen en los planteles del Sistema Educativo Militar para materializar el proceso educativo dentro de un marco de legalidad.

En lo que se refiere a las escuelas manejadas por la Secretaría de Marina Armada de México (SEMAR), se solicitó información sobre esas escuelas, pero áun no han dado respuesta. Sólo cuatro escuelas admiten el ingreso de niños y niñas a partir de los 15 años en el caso de la Heroica Escuela Naval Militar, y a partir de los 17 en el caso de la Escuela de Ingenieros de la Armada de México, la Escuela Médico Naval y la Escuela de Enfermería Naval. En las 4 escuelas se admiten alumnos de ambos géneros. No fue posible obtener más información sobre esas escuelas, ya que los informes de labores de la Secretaría de la Marina Armada no son públicos y nuestra petición de acceder a esa información no encontró respuesta por parte de la SEMAR. 

Recomendaciones

· Incrementar la edad de reclutamiento voluntario en el ejército hasta los 18 años de edad, sin permitir excepción alguna.

· Prohibir expresamente y tipificar como delito, mediante una reforma del Código Penal Federal, las violaciones de las disposiciones del Protocolo Facultativo relativas al reclutamiento de niños y niñas y su participación en las hostilidades.

· Disponer explícitamente que el personal militar no debe participar en ninguna acción que viole los derechos enunciados en el Protocolo Facultativo, independientemente de cualquier orden militar que se dicte en ese sentido.

· Velar por que los niños y las niñas que estudien en escuelas militares reciban una enseñanza acorde con los artículos 28, 29 y 31 de la Convención sobre los Derechos del Niño, teniendo en cuenta su Observación general Nº 1 (2001), sobre los propósitos de la educación. En particular, debe impartirse formación sobre los derechos humanos, y deben enseñarse las disposiciones del Protocolo.

· Establecer que los alumnos que estudian en las escuelas militares y que tienen menos de 18 años tengan estatus civil y no militar, hasta el cumplimiento de su décimo octavo año de edad.

· Garantizar que los alumnos que estudian en las escuelas militares y que tienen menos de 18 años, en caso de violación de ley, sean juzgados en el fuero civil y no en el fuero de guerra, y que se les apliquen las disposiciones y las garantías del sistema de justicia para adolescentes. Además, velar que los alumnos en conflicto con la ley sean tratados con arreglo a las normas consagradas en la Convención (artículos 37 y 40) e ilustradas en la Observación general Nº 10 del Comité sobre "Los derechos del niño en la justicia de menores".

· Prohibir oficialmente el castigo corporal, teniendo en cuenta la Observación general Nº 8 (2006) sobre el derecho del niño a la protección contra los castigos corporales y otras formas de castigos crueles o degradantes.

· Poner al alcance de niños y niñas que asisten a las escuelas militares un mecanismo independiente de denuncia e investigación.

· Mejorar la transparencia del sistema de recolección y análisis de datos sobre reclutamiento voluntario, obligatorio y escuelas militares y garantizar el acceso a esos datos por parte de todos los ciudadanos interesados. 

III. Combate integral a la delincuencia organizada y sus implicaciones para niños y niñas

A. Contexto

Ni la violencia ni el narcotráfico son nuevos en México. Sin embargo, en los últimos años el Estado mexicano está enfrentando a poderosos cárteles de la droga
 que combaten una guerra sin merced para extender su control sobre las plazas principales del país. La competencia y las pugnas entre los grupos del crimen organizado, así como los enfrentamientos armados entre estos y las fuerzas de seguridad pública, han causado la muerte de miles de miembros de los grupos criminales, policías, oficiales y civiles. En ese contexto de intensas luchas territoriales entre grupos rivales de delincuencia organizada, secuestros, ejecuciones, decapitaciones y otras aterradoras formas de violencia son parte del triste espectáculo a los que los mexicanos asisten todos los días. 

La necesidad de mejorar la seguridad pública es evidente y con esa justificación, el Ejecutivo Federal puso en marcha, el 7 de marzo de 2007, un programa de seguridad en el marco de la Estrategia integral de prevención del delito y combate a la delincuencia. En tal contexto, como medida temporal, el Presidente de la República determinó la participación de cuerpos especiales del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos para apoyar a las autoridades civiles en el combate a la delincuencia organizada, en particular el narcotráfico. 

El Ejército está combatiendo al lado de la policía en varias tareas que se pueden agrupar en tres grandes categorías: 

· la primera incluye tareas normalmente llevadas a cabo por las fuerzas armadas en México, que le corresponden por competencia y experiencia, como por ejemplo servicios de información e inteligencia, monitoreo del espacio aéreo y marítimo;

· la segunda categoría incluye tareas de orden público y judicial. Específicamente, incluye acciones como acusación, juicio y condena de los acusados por delincuencia organizada. Esos trabajos se quedan principalmente en las manos de las autoridades civiles, y los militares sólo apoyan en el arresto y  la detención de los sospechosos, hasta remitirlos a las autoridades competentes;

· la última categoría incluye tareas más ambiguas, donde el trabajo del Ejército y el trabajo de las autoridades civiles se superponen y es el área en la que en los últimos años las fuerzas armadas mexicanas se han involucrando cada vez más. Es también el área que ha causado controversias, principalmente, debido al hecho de que han traído las tropas cerca de la población civil. Dentro de esa categoría, las tareas más sobresalientes incluyen:

a) erradicación de cultivos de droga e incautación;

b) inspecciones aduanales y migratorias en los diferentes puntos de entrada y salida del país;

c) redadas y detención de importantes miembros de los cárteles de la droga. El Grupo Aeromóvil de Fuerzas Especiales (GAFE) lleva a cabo la mayoría de las operaciones sensibles y riesgosas que involucran el arresto de líderes de los cárteles;

d) seguridad pública y orden público. Una gran parte del trabajo del Ejército se concentra en el despliego de las tropas para tareas como patrullas de seguridad, puestos de control, y redadas. 
 En algunas ciudades particularmente violentas, como Ciudad Juárez y Tijuana, los gobiernos locales han designado a militares de alto rango al frente de la policía. 

Además, para conducir su combate integral al narcotráfico y otras formas de crimen organizado, el Estado ha emprendido una política de fortalecimiento constante de las fuerzas armadas del Ejército, y el involucramiento de dichos efectivos en actividades que normalmente sólo conciernen a las fuerzas de seguridad civiles. Es más, se ha podido constatar que el Gobierno ha aprobado un incremento de la partida de gastos para el Ejército en todos los ejercicios contables recientes. A partir del 2006, el incremento al presupuesto para la Secretaría de la Defensa Nacional ha sido del 24% en 2007, del 8% en 2008, del 20,09% en 2009 y del 0,02% en 2010. 
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	Años
	Presupuesto



	2010
	43,632,410,311



	2009
	43,623,321,860



	2008
	34,861,005,900



	2007
	32,200,896,500



	2006
	26,031,900,900



	2005
	24,002,172,080




Utilizar las fuerzas armadas para tareas de orden público y seguridad es una facultad reconocida por en el ordenamiento jurídico mexicano. La actuación del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos dispone de un sustento legal que se basa en:

· El artículo 89 constitucional fracción VI.

· La ley de Seguridad Nacional artículos 1o., 2o., 5o. fracciones I y V, y 16.

· La Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea, artículos 1o., 2o., 3o., 11 y 17.

· El Plan Nacional de Desarrollo, eje rector número 1.

· El Programa Sectorial de Defensa Nacional, objetivo 4.

· La Directiva para el Combate Integral al Narcotráfico 2007-2012.

· Las tesis de jurisprudencia 35/2000, 36/2000, 37/2000 y 38/2000 de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que justifican como constitucionalmente es posible que el Ejército y Fuerza Aérea y Armada, pueden actuar en apoyo de las autoridades civiles en tareas de seguridad pública. Según la Suprema Corte, las Fuerzas Armadas están constitucionalmente facultadas para actuar, acatando órdenes del Presidente de la República, cuando existe una situación que ponga a la sociedad en grave peligro o conflicto. 

Sin embargo, su legalidad en el papel, no se concretiza siempre en la legalidad de sus acciones en el terreno. Desde 2006, el ataque frontal contra el narcotráfico ha acaparado las portadas de los periódicos mexicanos casi todos los días por su vigor, su extensión territorial, y sus violaciones de los derechos humanos de miles de mexicanos de toda edad. El Presidente Calderón ha utilizado varias veces la expresión de “batalla contra el crimen organizado” o “lucha frontal” para indicar los operativos conjuntos de las autoridades civiles y los cuerpos especiales del Ejército y Fuerza Mexicanos mientras que el Secretario de la Defensa Nacional ha hablado de “daños colaterales” para identificar a los civiles, víctimas de ese combate. 

Si bien es cierto que el gobierno focaliza casi toda su atención en la lucha contra el narcotráfico, es muy importante no perder de vista que el narcotráfico es sólo uno de los numerosos negocios a los que los cárteles de la droga se dedican y es reduccionista presentar o calificar la delincuencia organizada exclusivamente como un problema de droga. Según los expedientes de la Procuraduría General de la República, el narcotráfico constituye entre el 45 y el 48% de los ingresos anuales de los cárteles, el resto de los ingresos proviene de la comisión de otros delitos. Dependiendo de los cárteles, el porcentaje de ingresos generados por la droga puede ni siquiera llegar al 30%, como en el caso de la Familia Michoacana y Zetas. En este momento, los cárteles están trabajando en 22 tipos de delitos (contrabando, piratería, extorsiones, secuestros, trata de personas, tráfico de personas, explotación, corrupción, lavado de dinero, por mencionar algunos). 

Además, casi todos los grupos criminales se benefician inmensamente con la corrupción de funcionarios del Estado de bajo y alto escalafón, y la impunidad que prevalece en el país. Es fundamental que se trate la corrupción que ocurre en este tipo de áreas del aparato estatal, para disminuir el dominio de los grupos dentro de los territorios y acabar con la impunidad de sus miembros. También, es importante poner un freno a los oficiales de la policía corruptos, que son la fuente de armas de fuego ilícitas y de drogas decomisadas, y fincarles las responsabilidades que les corresponden. La corrupción está estrictamente relacionada con la impunidad que prevalece en el país. Según datos de la Encuesta Nacional sobre la Inseguridad (ENSI), en el año 2008, sólo en el 22% de las víctimas de delitos acudieron a denunciar y sólo en el 15% de los casos se inició una averiguación previa por parte del ministerio público.

Por último cabe destacar que dada la falta de transparencia de las autoridades públicas y la falta de datos confiables y accesibles sobre ese tema, se asiste en el país a un verdadero “baile de los números”, con los periódicos más importantes del país que tienen la cuenta de los muertos en la lucha contra la delincuencia organizada, y las autoridades relativamente ausentes que publican sólo esporádicamente los datos de los que disponen. 

B. Impacto del combate a la delincuencia organizada en la vida de niños y niñas

Si la estrategia planteada para luchar contra el crimen organizado y la inseguridad fuera exitosa y el empleo de miles de tropas fuera suficiente para tal fin, los niveles de violencia y asesinatos deberían haber disminuido sistemáticamente y la población debería sentirse más segura. Al contrario, la violencia no disminuyó, la disputa de los territorios siguió ocurriendo, continuaron los homicidios y las ejecuciones y se dio un escalamiento de confrontaciones con las fuerzas federales, incluido el Ejército. 

Los números oficiales prueban el fracaso de esa estrategia. 

Un reporte confidencial entregado por el Ejecutivo Federal al Congreso de la Unión, al cual el periódico Reforma tuvo acceso, informa que, desde final de 2006, el número de víctimas ha incrementado significativamente llegando a más de 22 mil muertos, de los cuales el 92 por ciento fueron ejecutados. El año más violento ha sido 2009, con 8 mil 928 muertos. En el conteo de los tres primeros meses de 2010, la cifra alcanza ya los 2,904 muertos.
 En lo que se refiere a la infancia, desde diciembre de 2006 hasta el diciembre de 2009, 823 niños y niñas han perdido la vida en la lucha contra la delincuencia organizada, y en los cuatros primeros meses de 2010, la cifra ya alcanza más de 90. Para subrayar la importancia de la cifra, es suficiente comparar los 503 niños y niñas muertos desde 2000 hasta 2006 con los casi 900 muertos en los últimos tres años y medio. 

	Defunciones en la lucha contra la delincuencia organizada

	Diciembre 2006 –  Marzo 2010
	Enero – Marzo 2010

	Total
	22’000
	2’904

	Niños y niñas
	900
	90


En lo que se refiere a la tasa de homicidios dolosos por cada 100 mil habitantes en el país, desde 1997 hasta 2007 la tasa había venido bajando sistemáticamente pasando de 17 en 1997 a 10 en 2007. En 2008, un año después del inicio de la lucha frontal contra el narcotráfico, el número de homicidios volvió a subir hasta casi 12 (11.8). Eso coloca México nuevamente sobre el umbral de 10 homicidios/100 mil habitantes, que la Organización Mundial de la Salud considera “epidémico”. 
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Además, algunas entidades federativas padecen tasas muy elevadas, como es el caso de Sinaloa (43.7), Chihuahua (42.1), Guerrero (30.2), Durango (27.8) y diez estados tienen tasas más altas que la media nacional, hasta cuatro veces más alta. En Ciudad Juárez, se registraron 191 homicidios por cada 100 mil habitantes, confirmando el triste récord de la ciudad como la más violenta del mundo.
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En lo que se refiere a niños de cero hasta 17 años, las tasas de defunciones por homicidios son por supuesto más bajas que la media nacional (que toma en cuenta toda la población). Sin embargo, en algunos de los Estados donde la tasa de homicidios dolosos total aumentó, también aumentó la tasa de homicidios de niños, especialmente en Baja California, Chihuahua, Durango y Sinaloa. 

	Defunciones por presunto homicidio en edades de 0 a 17 años

	Tasa 

	
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006
	2007
	2008
	2006
	2007
	2008

	Aguascalientes 
	1
	
	2
	3
	1
	3
	3
	5
	7
	0.69
	1.15
	1.62

	Baja California 
	17
	17
	19
	14
	27
	12
	15
	21
	56
	1.49
	2.05
	5.4

	Baja California Sur
	1
	1
	1
	1
	1
	1
	2
	4
	1
	1.11
	2.21
	0.55

	Campeche 
	7
	
	1
	5
	1
	1
	
	2
	6
	 -   
	0.71
	2.14

	Coahuila
	15
	20
	21
	7
	10
	11
	8
	12
	13
	0.86
	1.3
	1.42

	Colima
	7
	6
	3
	2
	4
	6
	3
	2
	6
	1.5
	1.01
	3.04

	Chiapas 
	39
	14
	44
	43
	24
	29
	61
	8
	20
	3.24
	0.43
	1.08

	Chihuahua 
	53
	70
	60
	41
	56
	55
	53
	33
	120
	4.49
	2.81
	10.29

	Distrito Federal
	76
	89
	92
	87
	77
	67
	59
	59
	85
	2.34
	2.39
	3.51

	Durango 
	7
	9
	9
	14
	13
	8
	5
	9
	22
	0.84
	1.53
	3.8

	Guanajuato
	32
	34
	23
	21
	15
	18
	18
	25
	23
	0.91
	1.28
	1.2

	Guerrero
	33
	35
	30
	29
	26
	33
	58
	54
	41
	4.34
	4.13
	3.21

	Hidalgo 
	6
	9
	3
	6
	7
	2
	6
	3
	4
	0.66
	0.33
	0.45

	Jalisco
	31
	42
	40
	31
	29
	22
	34
	38
	41
	1.35
	1.53
	1.67

	México
	256
	273
	250
	228
	211
	255
	207
	136
	136
	4.08
	2.69
	2.7

	Michoacán
	45
	56
	33
	39
	34
	49
	67
	42
	25
	4.31
	2.77
	1.69

	Morelos
	19
	19
	10
	8
	9
	6
	7
	7
	14
	1.21
	1.22
	2.48

	Nayarit
	7
	5
	9
	3
	8
	6
	8
	1
	6
	2.26
	0.29
	1.76

	Nuevo León
	8
	7
	10
	11
	12
	13
	9
	19
	16
	0.62
	1.32
	1.11

	Oaxaca 
	50
	49
	51
	45
	47
	42
	35
	36
	37
	2.44
	2.57
	2.71

	Puebla 
	35
	46
	29
	30
	35
	29
	31
	23
	23
	1.43
	1.07
	1.08

	Querétaro
	9
	13
	4
	8
	4
	11
	9
	7
	6
	1.45
	1.13
	0.97

	Quintana Roo
	6
	14
	7
	17
	7
	10
	4
	4
	11
	0.9
	0.88
	2.39

	San Luis Potosí 
	42
	28
	23
	20
	16
	10
	15
	18
	24
	1.55
	1.89
	2.56

	Sinaloa
	30
	22
	16
	13
	20
	18
	12
	17
	30
	1.26
	1.82
	3.28

	Sonora 
	11
	15
	17
	11
	11
	16
	10
	10
	16
	1.15
	1.15
	1.86

	Tabasco 
	8
	6
	4
	8
	5
	3
	9
	9
	10
	1.17
	1.19
	1.34

	Tamaulipas
	19
	13
	7
	10
	17
	15
	32
	10
	12
	2.99
	0.94
	1.13

	Tlaxcala
	6
	4
	3
	6
	8
	6
	10
	4
	4
	2.38
	0.96
	0.96

	Veracruz 
	39
	28
	26
	25
	16
	27
	17
	14
	27
	0.64
	0.54
	1.05

	Yucatán
	3
	2
	1
	6
	2
	2
	1
	2
	4
	0.15
	0.31
	0.62

	Zacatecas
	2
	9
	11
	9
	7
	6
	6
	5
	6
	1.11
	0.95
	1.16

	Nacional
	924
	958
	863
	802
	760
	792
	814
	639
	852
	2.11
	1.68
	2.26


Desglosando esos datos por edad, se nota como la categoría de niños más afectados por el incremento en la tasa de homicidios son los adolescentes desde los 15 hasta los 17 años. De 2007 a 2008, en un sólo año, la tasa de homicidios de Baja California subió de un 8.33 hasta 24.3 por cada 100 mil personas de este rango de edad (incremento de 291.7%) y en Chihuahua, dónde pasó de el 12.6 hasta el 45.95, con un incremento del 364%. Aún más impresionante es el aumento de esta tasa en el estado de Sinaloa, donde pasó de 3.13 hasta 17.01, produciéndose así un incremento del 543%.

	Defunciones por presunto homicidio en niños de 15 a 17 años

	Tasa

	
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006
	2007
	2008
	2006
	2007
	2008

	Aguascalientes
	
	
	2
	
	1
	
	2
	1
	5
	2.94
	1.45
	7.14

	Baja California
	8
	13
	13
	12
	18
	8
	10
	14
	42
	6.14
	8.33
	24.3

	Baja California Sur
	
	
	
	1
	1
	
	1
	2
	
	3.42
	6.72
	0

	Campeche
	3
	
	
	2
	1
	
	
	
	3
	0
	0
	6.1

	Chiapas
	17
	1
	18
	20
	14
	17
	29
	4
	11
	9.52
	1.3
	3.54

	Chihuahua
	38
	41
	32
	31
	39
	29
	28
	24
	88
	14.81
	12.6
	45.95

	Coahuila
	8
	15
	16
	4
	9
	3
	5
	8
	9
	3.4
	5.39
	6.01

	Colima
	5
	1
	1
	1
	1
	1
	1
	1
	1
	2.89
	2.9
	2.9

	Distrito Federal
	51
	52
	63
	49
	52
	42
	36
	44
	46
	8.64
	10.81
	11.48

	Durango
	2
	6
	6
	7
	11
	5
	4
	7
	14
	4.11
	7.18
	14.39

	Guanajuato
	14
	22
	11
	7
	8
	7
	9
	10
	10
	2.81
	3.13
	3.13

	Guerrero
	11
	16
	17
	15
	7
	21
	34
	22
	18
	15.79
	10.2
	8.36

	Hidalgo
	3
	5
	2
	3
	3
	
	2
	3
	3
	0.2
	0.3
	0.3

	Jalisco
	13
	17
	23
	12
	12
	10
	15
	18
	25
	3.62
	4.35
	6.05

	México
	105
	93
	90
	90
	87
	91
	78
	54
	60
	9.33
	6.43
	7.12

	Michoacán
	19
	27
	19
	17
	17
	22
	39
	29
	14
	14.83
	11.17
	5.48

	Morelos
	11
	14
	4
	5
	5
	3
	4
	6
	10
	4.08
	6.11
	10.2

	Nayarit
	5
	2
	4
	3
	5
	2
	1
	
	6
	1.67
	0
	10.24

	Nuevo León
	6
	4
	4
	3
	4
	8
	7
	13
	8
	3.03
	5.6
	3.43

	Oaxaca
	24
	22
	24
	29
	21
	14
	21
	17
	24
	8.75
	7.07
	10.02

	Puebla
	11
	24
	16
	12
	15
	12
	11
	12
	15
	3.13
	3.39
	4.22

	Querétaro
	1
	5
	1
	5
	2
	5
	4
	3
	5
	3.87
	2.86
	4.73

	Quintana Roo
	
	4
	5
	6
	4
	3
	3
	3
	3
	4.08
	3.95
	3.85

	San Luis Potosí
	15
	11
	10
	10
	14
	5
	11
	10
	14
	6.98
	6.33
	8.87

	Sinaloa
	19
	13
	8
	9
	11
	13
	6
	5
	27
	3.74
	3.13
	17.01

	Sonora
	7
	10
	11
	9
	4
	9
	6
	4
	14
	4.3
	2.85
	9.92

	Tabasco
	4
	4
	2
	8
	2
	2
	6
	7
	6
	4.6
	5.41
	4.68

	Tamaulipas
	12
	8
	3
	6
	10
	8
	22
	3
	5
	12.77
	1.73
	2.87

	Tlaxcala
	3
	3
	
	1
	3
	2
	4
	2
	2
	5.85
	2.91
	2.9

	Veracruz
	22
	16
	15
	13
	7
	12
	7
	9
	12
	1.57
	2.02
	2.71

	Yucatán
	2
	2
	
	2
	1
	2
	1
	2
	3
	0.88
	1.75
	2.63

	Zacatecas
	2
	5
	7
	6
	4
	2
	3
	4
	4
	3.36
	4.53
	4.58

	Nacional
	445
	458
	431
	399
	393
	358
	410
	341
	507
	6.44
	5.35
	7.95


En lo que se refiere a la inseguridad – real o percibida – por parte de la población, la presencia del Ejército en las calles debería de haber disminuido, sobre todo en los Estados donde la delincuencia organizada está más radicada y los niveles de violencia más elevados. 

Los números demuestran una vez más el contrario. 

La Encuesta Nacional sobre Inseguridad (ENSI) señala que entre 2008 y 2009, el porcentaje de personas que se sentían inseguras en el país subió desde un 59% hasta un 65%. En Chihuahua, ese porcentaje subió desde 42% hasta 82% en un solo año. Además, la misma encuesta reporta que en 2009, el 56% de los encuestados a nivel nacional dejó de permitir que sus hijos menores de 18 años de edad salieran por el temor a ser víctima de algún delito. Estos porcentajes suben hasta el 64,9% en ciudades como Culiacán (Sinaloa), y hasta un 79% en Ciudad Juárez (Chihuahua). 

Además, emplear miles de tropas en tareas propias de la policía, causó un incremento que derivó en un aumento dramático en las denuncias por presuntos abusos militares. Desde 2006 hasta el final de 2009, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) ha recibido 3570 quejas por presuntas violaciones de derechos humanos por parte de militares (182 quejas en 2006, 367 en 2007, 1230 en 2008 y 1791 en 2009). 

“Si el sustento de la guerra contra el narco consistía en abatir la inseguridad y la violencia, (…) los resultados a casi tres años de distancia son simplemente indefendibles. No existe ningún elemento que permita argumentar que el número y la notoriedad de los secuestros, de los asaltos, o de las riñas entre narcos haya disminuido”.
 El despliegue del Ejército y la Marina por todo el país, y la duplicación de los efectivos operacionales de la Policía Federal, “pueden o no haber mermado la fuerza y organización del narcotráfico. Pero de ninguna manera han reducido la violencia o la inseguridad de la gente”.
 

Casos paradigmáticos 

	Muere niña lesionada en balacera de Acapulco

El pasado 14 de abril durante una la balacera ocurrida en la zona turística del puerto de Acapulco, Guerrero; fallecieron los hermanos Carlos de 12 años y Mireya Montserrat Miranda de 8 años de edad, a consecuencia de los balazos recibidos durante el enfrentamiento entre sicarios y policías federales en pleno malecón del sitio turístico.

En la subdelegación de la PGR detuvieron a Ernesto Antonio Rocha Reyes, presunto participante en la balacera ocurrida en la avenida costera Miguel Alemán y fue puesto a disposición de la Procuraduría General de la República por la Policía Federal, donde se abrió la averiguación previa PGR/GRO/ACA/M-I/144/2010 por el delito de Violación a la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos. 

La niña Mireya Montserrat Miranda Delgado, de ocho años de edad, fue declarada legalmente muerta en el hospital privado Magallanes como consecuencia de la herida que le ocasionaron tres impactos de bala de rifle AK-17 en el cuello, pecho y oreja.

También falleció en el mismo hecho su madre Laura Montserrat Delgado Tullorol.  Ambos eran hijos del empresario y ex regidor municipal Celso Sánchez Castillo quien ante lo ocurrido aseguró que la ola de violencia ha alcanzado a familias inocentes en Acapulco.


	Los hermanos Almanza Salazar de 5 y 9 años de edad fueron asesinados cuando viajaban con sus padres

Dos pequeños, uno de 5 y otro de 9 años, murieron en manos de soldados quienes dispararon a una familia que viajaba a Matamoros tras un retén por la Carretera Ribereña. 

Martín y Bryan Almanza Salazar de 9 y 5 años fallecieron la tarde del sábado 3 de abril, quienes acompañados de sus padres Martín Almanza Rodríguez de 30 quien resultó herido y Cynthia Salazar Castillo de 28, además de sus hermanitos Lucero Michel de 10, Jennifer de 8 y Yesenia de 3 años iban de día de campo rumbo a la playa de Matamoros. 

Acompañándolos a ellos también viajaba el matrimonio formado por Carlos Alfredo Rangel de 22 años quien resultó herido y su esposa Vanessa Viridiana Velázquez Carmona y un bebé de tres meses Jesús Alfredo Rangel Velázquez. 

Todo inicio según los afectados cuando pasaron un retén militar, ellos viajaban en una camioneta tipo Tahoe con toda la familia, al ver a los soldados que se encontraban a un costado de la carretera, el conductor Carlos Alfredo le bajo la velocidad y tras pasar el retén sin motivo alguno les empezaron a disparar.

El gobierno federal argumentó que estas muertes habían ocurrido en un enfrentamiento con delincuentes. 

Sí bien el Gobierno actual presenta la “política de seguridad” como prioritaria, no ha siempre demostrado su eficacia. El número creciente de víctimas de la violencia, generada por criminales e incluso en ocasiones por la respuesta a veces incontrolada de la policía o de las fuerzas armadas, motivan profundamente a revisar la viabilidad de esta política.




C. Niños y niñas involucrados en la delincuencia organizada

Como hemos visto, el narcotráfico en México es la forma más evidente, rentable y violenta de la delincuencia organizada. Sin embargo, los grupos delincuentes han diversificado mucho sus actividades y se han ido involucrando en la comisión de diferentes tipos de delitos. El control territorial ejercido por esos grupos criminales y las consecuencias dramáticas de sus acciones han orillado a varios académicos a hablar de “nueva guerra” o de "nueva insurgencia urbana". 
  No existen estadísticas oficiales sobre el número y el tipo de delitos cometidos por los niños y las niñas involucrados en el crimen organizado. Tampoco existen cifras oficiales sobre el número de niños implicados de varias formas con la delincuencia organizada. Cifras de la academia hablan de unos 30’000 niños y niñas que cooperan con los grupos criminales de varias formas y están involucrados en la comisión de unos 22 tipos de delitos (desde tráfico de droga, hasta secuestro de personas, desde trata de seres humanos hasta extorsiones, contrabando, piratería, corrupción, etc.).

Homicidios y lesiones relacionadas con la violencia son infligidos sobre la infancia y por la infancia todos los días y ocurren en todos los estados del país. Sin embargo, se presentan con mucha más frecuencia en las áreas más pobres, donde hay menores posibilidades de empleo, educación y las condiciones de vida son más difíciles. Según expertos, existen en el país 17 Estados que están viviendo un proceso de “somalización”, donde hay porciones territoriales de ingobernabilidad, donde la autoridad está relativamente ausente. Se calculan 780 focos de ingobernabilidad en el país.

Cuando la falta de opciones de vida se combina con el fácil acceso a las drogas y las armas, y la violencia impregna el vecindario, unirse a la delincuencia organizada es una opción tentadora. De manera significativa, muchos niños y niñas describen esa opción como la única, en un momento dado. El crimen ofrece a estos niños y niñas las recompensas, el reconocimiento y el dinero que no encuentran en la sociedad de manera legal. De hecho, entre las principales razones enumeradas por los y las involucrados en el narcotráfico están la pobreza y la exclusión social, los malos tratos, la ambición de poseer bienes de consumo, dinero fácil y acceder a un estatus social elevado, la búsqueda de identidad y reconocimiento, la necesidad de protección y el deseo de venganza. 
 Además, el narcotráfico está teniendo un impacto cultural sobre niños y niñas, ya que la identidad cultural de muchos de ellos se está transformando, en querer ser el líder de grupo criminal, en exaltar los actos de los narcotraficantes, y en querer emularlos. "Las figuras que representan la dimensión ética de la sociedad se encuentran deterioradas y no hay una correspondencia entre los valores éticos y el reconocimiento social, en los ojos de muchos niños y niñas no hay diferencia cualitativa entre el policía y el narcotraficante." 

Esta falta de opciones, sobre todo en términos de educación y empleo, se encuentra reflejada y confirmada en dos encuestas a nivel nacional, la Encuesta del Instituto Mexicano de la Juventud (IMJ) 
 y de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social
 sobre los niños, niñas y jóvenes que ni estudian ni trabajan en el país. Esas encuestas señalan que son alrededor de un millón y medio (1’561’641) los niños desde los 5 hasta los 17 años que no estudian ni trabajan y 7’796’ 630 los jóvenes desde los 12 hasta lo 29 años en edad que no estudian ni trabajan. Esa población es presa fácil del narcotráfico y la delincuencia organizada. 

Entrevistas con organizaciones de la sociedad civil que trabajan el tema, así como especialistas de la academia mexicana, describen un panorama inquietante del involucramiento de niños y niñas al crimen organizado. Cuando se habla de delincuencia organizada en México, es muy importante distinguir entre pandillas locales y pandillas transnacionales, que son mucho más organizadas y trabajan en conjunto con los principales cárteles del narcotráfico. Muchas veces, las bandas y pandillas locales no están involucradas en el crimen organizado trasnacional, y sólo quieren controlar su territorio. La pandilla local es normalmente la manera más sencilla para niños y niñas de entrar en interacción sistemática con el crimen organizado. En ese caso, el rol principal de los niños se limita al narco-menudeo, a la protección de las actividades que realizan las organizaciones criminales, y no se puede realmente hablar de membresía. Se habla de membresía en un grupo criminal, cuando esos niños y niñas se incorporan a la base operativa de pandillas trasnacionales, que trabajan con y por los cárteles del narcotráfico. Por ejemplo, es conocido que la Mara Salvatrucha está operando con Los Zetas y unos 35’000 niños, niñas y jóvenes están involucrados, mientras que la M18 está operando con el cartel de Sinaloa y enrola alrededor de 8’000 niños, niñas y jóvenes. 
 No existen datos duros sobre los números ni tipos de delitos cometidos por las pandillas, sea local que transnacionales. 

Generalmente, en lo que se refiere al delito de trata de personas, ya a partir de los 9-10 años, los niños y las niñas se involucran en delitos, sobre todo en la trata de personas. Los niños más pequeños son utilizados como vigías o informadores, o se les utiliza para abordar los trenes, monitoreando la cantidad de migrantes que llegan cada día. A partir de los 12 años, se les utiliza para cuidar las casas de seguridad y controlar que nadie se escape. Lo más grandes, a partir de los 16 años, trabajan en ejercicios más violentos, como los secuestros, los asesinatos, y todos portan armas. 

En lo que se refiere al narcotráfico, los niños están involucrados en toda la línea de la industria. Lo más pequeños trabajan como vigilantes, lo más grandes se ocupan del traslado de la droga y a partir de los 16 años empiezan a ser contratados como sicarios. Las niñas están involucradas sobre todo en el empaquetamiento de la droga. 

Como se nota en los ejemplos antes mencionados, hay un verdadero proceso de crecimiento criminal. Los niños empiezan en trabajos con bajo nivel de responsabilidad, y terminan sus carreras criminales en tareas de mayor importancia y violencia. Sin embargo, últimamente, se está observando que ese proceso no siempre se lleva a cabo de manera lineal, siguiendo una progresión donde la edad es directamente proporcional a la gravedad de los delitos cometidos. Actualmente, las tareas se atribuyen dependiendo de las habilidades y capacidades delictivas concretas de cada niño y niña en cuestión, independientemente de su edad y su desarrollo delincuencial. Por consecuencia, se puede encontrar a un niño de 12 años que demuestra capacidades violentas y que se convierte en sicario a los 12 años.

La respuesta del Estado frente a esa situación ha sido, lamentablemente, sólo focalizada en la criminalización y la militarización. Falta cruelmente toda estrategia de prevención. No obstante, varios programas se lanzaron por parte del Estado, toda intervención se enfoca exclusivamente en protección policial, por ejemplo de las escuelas, y se descuida la neutralización de los factores de riesgo. Lamentablemente, el gobierno mexicano considera la delincuencia organizada sólo como un problema de seguridad pública y un desafío criminal y no como un problema social y por consecuente, se responde con medidas policíacas en vez de medidas preventivas. Hasta ahora, no se conoce ningún programa por parte del Estado que se centre en bloquear los flujos de niños y niñas que cada año se unen a los grupos criminales. 

Las políticas de militarización no solucionan el problema porque no enfrentan las causas profundas de la violencia, sino sus efectos. Esas políticas tienen además como consecuencia centrar la atención de la población y los medios sobre las medidas represivas, la lucha contra la delincuencia y alejarla de los verdaderos problemas (corrupción, pobreza, desempleo, falta de alternativas de vida). Esto no hizo sino incrementar las condiciones que negaban el acceso de los niños y niñas a sus derechos fundamentales y crearon las condiciones para que los y las que ya estaban enrolados en la violencia respondieran con más organización y virulencia. 

Las estrategias de prevención se deben de focalizar en los diferentes factores de riesgo y tratar de neutralizarlos. Hay una gama amplia de estrategias viables para prevenir que los niños y las niñas se unan a la delincuencia organizada, algunas de las cuales se ha comprobado que son particularmente eficaces. Sin embargo, es probable que ninguna estrategia por sí sola sea suficiente para reducir los niveles de violencia y en cambio, se requerirán numerosos métodos concurrentes, que deberán ser apropiados para el lugar particular donde se aplican. 

Lo anterior no quiere decir que la aplicación de la ley, la disuasión y la represión de la delincuencia organizada no sean importantes. Lo son, pero no es posible enfrentar el problema del involucramiento de niños y niñas sin atender la diversidad de factores que se encuentran detrás de ellas. Las medidas represivas tienen que insertarse en un contexto en el cual sean partes de una política integral, de múltiples etapas y regidas por el respeto de los derechos fundamentales de niños y niñas. Por ello, las políticas públicas tendrían que basarse en diagnósticos locales que identifiquen los factores de riesgo que son causales y/o que contribuyen para que se establezca la dominancia y la dominación permanente de grupos criminales en las diferentes áreas; identifiquen los grupos de población particularmente en riesgo; diseñen e implementen, a nivel municipal/estatal, una política estratégica e integrada, para tratar conjuntamente los factores de riesgo estructurales y locales. 

Casos paradigmáticos 

	Cinco adolescentes fueron torturados por la policía local del Estado de Nayarit

Cinco adolescentes y el propietario de la casa en la que habían ingresado para robar fueron entregados por agentes estatales a sus verdugos, luego de haber sido trasladados a las instalaciones de la Procuraduría General de Justicia del estado (PGJ). 

El miércoles 14 de octubre, esos cinco niños, fueron sometidos a un interrogatorio en el que se les aplicaron golpes y torturas, incluyendo vejaciones sexuales, lo que motivó a defensores de los derechos humanos a exigir una investigación y el castigo para los responsables.

El Estado mexicano, tiene la responsabilidad de vigilar, garantizar y defender los derechos de niñas, niños y adolescentes, establecidos en diversos tratados internacionales en materia de derechos humanos, los cuales ha suscrito y sobre los cuales debe basar sus acciones en materia de justicia juvenil, de entre los que podemos destacar la Convención sobre los derechos del Niño, artículos 37 y 40, las Directrices de las Naciones Unidas para la prevención de la delincuencia juvenil (Directrices de Riad), las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores (Reglas de Beijing) y la Convención Americana para prevenir y sancionar la tortura. 




	Tres estudiantes del Colegio de Bachilleres fueron asesinados a las puertas del plantel

El 6  de Enero de 2010 fueron asesinados los estudiantes del Colegio de Bachilleres del plantel la mesa Tijuana, Jonathan Manuel de 17 años; Tamara y Osvaldo de 16 años. 

En diferentes medios de comunicación sin presentar prueba alguna se planteo la vinculación del asesinato con el crimen organizado tanto de pandillas como narcomenudistas. 

Esto obligó a una rueda de prensa por parte de las autoridades educativas las que declararon llevar a cabo acciones preventivas con el fin de detectar riesgos, siendo estas el operativo mochila y exámenes antidoping.

Consideramos que la aplicación de programas antidoping no previene ni protege a los niños de la drogadicción; tampoco el operativo mochila previene el tráfico de armas, ya que ambas acciones están dirigidas a las consecuencias y no a las causas. Focalizar el programa sólo en las escuelas, omite invertir en programas de prevención  y atención eficientes.

Este trágico caso incrementa los casos de niños y niñas heridos o asesinados en el país por falta de seguridad. Todo tipo de violencia contra niños, niña, directa o indirecta, es inaceptable y tiene que ser perseguida hasta sus últimas consecuencias y dar castigo a los culpables.




Recomendaciones 

· Atender integralmente a las recomendaciones del Consejo de Derechos Humanos en el marco del Examen Periódico Universal en materia de seguridad, ejército, combate al crimen organizado y fuero militar, y en particular:

1) investigar sistemáticamente las violaciones de los derechos humanos cometidas por las fuerzas de seguridad, someter a la justicia a sus autores, indemnizar a las víctimas
 y adoptar todas las recomendaciones formuladas por la Comisión Nacional de Derechos Humanos; 

2) reexaminar el Código de Justicia Militar con miras a extender la jurisdicción de las cortes civiles a casos de violación de los derechos humanos cometidas por militares, a fin de cumplir en mayor medida las obligaciones internacionales de derechos humanos;

· Procurar que se esclarezcan plenamente los asesinatos de niños y niñas, que se sometan a la justicia a sus autores y cómplices, incluidos los funcionarios públicos que no hubieran realizado las investigaciones debidas;

· Crear un gabinete de prevención social, formado por la Secretaría del Trabajo, la Secretaría de Educación y la Secretaría de Salud, federal para la parte estratégica, y estatal para la parte operativa, involucrando a nivel estatal y municipal las organizaciones de la sociedad civil que ya trabajan el tema de la prevención de la violencia juvenil;

· Tomar medidas para la investigación y la condena de las empresas involucradas en el lavado el dinero proveniente de las organizaciones criminales;

· Crear una Defensoría de los Derechos de la Infancia a nivel federal, para investigar con imparcialidad e independencia los casos de violaciones de derechos humanos, tomando en cuenta la Observación General No. 2 del Comité (2002) sobre “El papel de las instituciones nacionales independientes de derechos humanos en la promoción y protección de los derechos del niño”;

· Buscar asistencia técnica de la ONU y otras organizaciones internacionales que le puedan brindar asesoría y apoyo técnico para el diseño y la implementación de los programas de prevención;

· Elaborar un sistema que facilite la reunión general de datos sobre niños y niñas menores de 18 años, víctimas o autores de delitos relacionados con la delincuencia organizada y el narcotráfico, desglosados por sexo, edad, Estado, municipio;

· Velar por que las dependencias gubernamentales otorguen información clara y oportuna en materia de lucha contra la delincuencia organizada a todos los ciudadanos interesados, y que estos documentos se presenten en su nivel máximo de desagregación. 

	Cuadro de recomendaciones

	· Prohibir explícitamente por ley el reclutamiento forzado de niños y niñas menores de 18 años por parte de las fuerzas armadas y el reclutamiento forzado y voluntario de niños y niñas menores de 18 años por parte de los grupos armados;

· Reformar el artículo 133 de la Constitución en el sentido de conferir a los tratados de derechos humanos y derechos internacional humanitario el mismo rango que la Constitución;

· Establecer la jurisdicción extraterritorial de los autores de los delitos identificados en el Protocolo cuando el autor o la víctima sea ciudadano del Estado Parte o esté vinculado de otro modo a él;

· Aumentar la edad de reclutamiento voluntario en el ejército hasta los 18 años de edad, sin permitir excepción alguna;

· Prohibir expresamente y tipificar como delito, mediante una reforma del Código Penal Federal, las violaciones de las disposiciones del Protocolo Facultativo relativas al reclutamiento de niños y niñas y su participación en las hostilidades;

· Disponer explícitamente que el personal militar no debe participar en ninguna acción que viole los derechos enunciados en el Protocolo Facultativo, independientemente de cualquier orden militar que se dicte en ese sentido;

· Velar por que los niños y las niñas que estudien en escuelas militares reciban una enseñanza acorde con los artículos 28, 29 y 31 de la Convención sobre los Derechos del Niño, teniendo en cuenta su Observación general Nº 1 (2001), sobre los propósitos de la educación. En particular, debe impartirse formación sobre los derechos humanos, y deben enseñarse las disposiciones del Protocolo;

· Establecer que los alumnos que estudian en las escuelas militares y que tienen menos de 18 años tengan estatus civil y no militar, hasta el cumplimiento de su décimo octavo año de edad;

· Garantizar que los alumnos que estudian en las escuelas militares y que tienen menos de 18 años, en caso de violación de ley, sean juzgados en el fuero civil y no en el fuero de guerra, y que se les apliquen las disposiciones y las garantías del sistema de justicia para adolescentes. Además, velar que los alumnos en conflicto con la ley sean tratados con arreglo a las normas consagradas en la Convención (artículos 37 y 40) e ilustradas en la Observación general Nº 10 del Comité sobre "Los derechos del niño en la justicia de menores";

· Prohibir oficialmente el castigo corporal, teniendo en cuenta la Observación general Nº 8 (2006) sobre el derecho del niño a la protección contra los castigos corporales y otras formas de castigos crueles o degradantes;

· Poner al alcance de niños y niñas que asisten a las escuelas militares un mecanismo independiente de denuncia e investigación;

· Mejorar la transparencia del sistema de recolección y análisis de datos sobre reclutamiento voluntario, obligatorio y escuelas militares y garantizar el acceso a esos datos por parte de todos los ciudadanos interesados;

· Atender integralmente a las recomendaciones del Consejo de Derechos Humanos en el marco del Examen Periódico Universal en materia de seguridad, ejército, combate al crimen organizado y fuero militar, y en particular:

Investigar sistemáticamente las violaciones de los derechos humanos cometidas por las fuerzas de seguridad, someter a la justicia a sus autores, indemnizar a las víctimas y adoptar todas las recomendaciones formuladas por la Comisión Nacional de Derechos Humanos; 

Reexaminar el Código de Justicia Militar con miras a extender la jurisdicción de las cortes civiles a casos de violación de los derechos humanos cometidas por militares, a fin de cumplir en mayor medida las obligaciones internacionales de derechos humanos; 

· Procurar que se esclarezcan plenamente los asesinatos de niños y niñas, que se sometan a la justicia a sus autores y cómplices, incluidos los funcionarios públicos que no hubieran realizado las investigaciones debidas;

· Crear un gabinete de prevención social, formado por la Secretaría del Trabajo, la Secretaría de Educación y la Secretaría de Salud, federal para la parte estratégica, y estatal para la parte operativa, involucrando a nivel estatal y municipal las organizaciones de la sociedad civil que ya trabajan el tema de la prevención de la violencia juvenil;

· Tomar medidas para la investigación y la condena de las empresas involucradas en el lavado el dinero proveniente de las organizaciones criminales;

· Crear una Defensoría de los Derechos de la Infancia a nivel federal, para investigar con imparcialidad e independencia los casos de violaciones de derechos humanos, tomando en cuenta la Observación General No. 2 del Comité (2002) sobre “El papel de las instituciones nacionales independientes de derechos humanos en la promoción y protección de los derechos del niño”;

· Buscar asistencia técnica de la ONU y otras organizaciones internacionales que le puedan brindar asesoría y apoyo técnico para el diseño y la implementación de los programas de prevención;

· Elaborar un sistema que facilite la reunión general de datos sobre niños y niñas menores de 18 años, víctimas o autores de delitos relacionados con la delincuencia organizada y el narcotráfico, desglosados por sexo, edad, Estado, municipio;

· Velar por que las dependencias gubernamentales otorguen información clara y oportuna en materia de lucha contra la delincuencia organizada a todos los ciudadanos interesados, y que estos documentos se presenten en su nivel máximo de desagregación;

· Brindar condiciones de retorno y reubicación de los desplazados forzosos. Así como la atención especializada a niños y niñas que sufrieron ante estos acontecimientos;

· Proceder con urgencia a desmantelar, desarmar y sancionar a grupos paramilitares o civiles armados que operan en regiones indígenas (y que no estén considerados en una legislación especial, como es el caso de Ley de amnistía).
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